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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, de diecinueve de septiembre de dos mil veinticuatro.

[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente formado con motivo del Recurso de Revisión 03172/INFOEM/IP/RR/2024 interpuesto por XXXX XXXX XXXXXX XXXXX, a quien en lo subsecuente se le denominará LA PARTE RECURRENTE, en contra de la respuesta emitida por Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, en adelante EL SUJETO OBLIGADO, se emite la presente Resolución con base en los Antecedentes y Considerandos que se exponen a continuación:

[bookmark: _Toc177655595]ANTECEDENTES

[bookmark: _Toc177655596]DE LA SOLICITUD DE INFORMACIÓN

[bookmark: _Toc177655597]a) Solicitud de información
El ocho de abril de dos mil veinticuatro, LA PARTE RECURRENTE presentó una solicitud de acceso a la información pública ante el SUJETO OBLIGADO, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX). Dicha solicitud quedó registrada con el número de folio 00177/TRIJAEM/IP/2024 y en ella se requirió la siguiente información:

“DE CONFORMIDAD CON; los artículos 6 segundo párrafo, apartado A de la Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos, 11, 12 y 13 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, 5, 11 y 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, al Capítulos IX de los LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, PARA LA ELABORACIÓN DE VERSIONES PÚBLICAS, una vez que el expediente solicitado ha causado ejecutoria por Ministerio de Ley, para todos los efectos a que haya lugar, solicito SE ME ENVIE VIA SAIMEX LA INFORMACION PUBLICA SIGUIENTE; 1.- EL EXPEDIENTE DEL JUICIO ADMINISTRATIVO: 1047/2021 LLEVADO A CABO EN LA PRIMERA SALA REGIONAL DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MEXICO CON SEDE EN TOLUCA, ESTADO DE MEXICO.”

Modalidad de entrega: a través del SAIMEX.

[bookmark: _Toc170985407][bookmark: _Toc177655598]b) Turno de la solicitud de información
En cumplimiento al artículo 162 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el ocho de abril de dos mil veinticuatro, el Titular de la Unidad de Transparencia del SUJETO OBLIGADO turnó la solicitud de información al servidor público que estimó pertinente.

[bookmark: _Toc177655599]c) Respuesta del Sujeto Obligado
El veintiséis de abril de dos mil veinticuatro, el Titular de la Unidad de Transparencia del SUJETO OBLIGADO notificó la siguiente respuesta a través del SAIMEX:
En respuesta a la solicitud recibida, nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el artículo 53, Fracciones: II, V y VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, le contestamos que:

Se notifica respuesta

ATENTAMENTE

LIC. LESLIE ADRIANA SERRANO FLORES
Asimismo, EL SUJETO OBLIGADO adjuntó a su respuesta los archivos electrónicos que se describen a continuación:

· RESPUESTA SOLICITUD 00177 (OFICIO).pdf: Consiste en el documento digital, emitido por el servidor público habilitado de la primera sala regional del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, en donde medularmente somete a consideración del Comité de Transparencia la clasificación de expediente solicitado, como información reservada, presentando los fundamentos y argumentos respectivos para dar sustento a la clasificación de la información. 
· ACTA 7MA ORD 2024.pdf: Acta de la Séptima Sesión Ordinaria del Comité de Transparencia en donde medularmente se aprueba por unanimidad de votos el acuerdo TJAEM/CT/III/ORD-07/2024 por el que se clasifica como información reservada la relativa al expediente requerido a través de la solicitud de acceso a la información pública. 
· III. ACUERDO SOL 177.pdf: Documento digital que consiste en el acuerdo número TJAEM/CT/III/ORD-07/2024, en donde se enlistan los antecedentes del caso en particular, así como los argumentos, fundamentos y motivos que dan pauta a la clasificación de la información requerida, como reservada. 
· Prueba de daño.pdf: Consiste en la prueba de daño presentada por el servidor público habilitado de la primera sala regional del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, para dar sustento a la clasificación requerida. 


[bookmark: _Toc177655600]DEL RECURSO DE REVISIÓN

[bookmark: _Toc177655601]a) Interposición del Recurso de Revisión
El veinte de mayo de dos mil veinticuatro LA PARTE RECURRENTE interpuso el recurso de revisión en contra de la respuesta emitida por el SUJETO OBLIGADO, mismo que fue registrado en el SAIMEX con el número de expediente 03172/INFOEM/IP/RR/2024, y en el cual manifiesta lo siguiente:

ACTO IMPUGNADO
	
“Se clasifica inadecuadamente la información publica solicitada”

RAZONES O MOTIVOS DE LA INCONFORMIDAD	

“Sin tomar en cuenta que se esta violentando un derecho humano fundamental establecido en el articulo 4 párrafo quinto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y contradice el primer principio de la Declaración de Estocolmo que establece: “El hombre tiene el derecho fundamental a la libertad, la igualdad y el disfrute de las condiciones de vida adecuadas en un medio de calidad tal que le permita llevar una vida digna y gozar de bienestar, y tiene la solemne obligación de proteger y mejorar el ambiente para las generaciones presentes y futuras”.”

[bookmark: _Toc177655602]b) Turno del Recurso de Revisión
Con fundamento en el artículo 185, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el veinte de mayo de dos mil veinticuatro se turnó el recurso de revisión a través del SAIMEX a la Comisionada Sharon Cristina Morales Martínez, a efecto de decretar su admisión o desechamiento. 

[bookmark: _Toc177655603]c) Admisión del Recurso de Revisión
El veintidós de mayo de dos mil veinticuatro se acordó la admisión a trámite del Recurso de Revisión y se integró el expediente respectivo, mismo que se puso a disposición de las partes para que, en un plazo de siete días hábiles, manifestaran lo que a su derecho conviniera, conforme a lo dispuesto por el artículo 185, fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _Toc177655604]d) Informe Justificado del Sujeto Obligado
El treinta y uno de mayo de dos mil veinticuatro EL SUJETO OBLIGADO rindió su informe justificado a través del SAIMEX, en donde medularmente ratifica la respuesta primigenia, acompañando dicho documento con los archivos digitales remitidos en la respuesta primigenia.

Esta información fue puesta a la vista de LA PARTE RECURRENTE el nueve de septiembre de dos mil veinticuatro para que, en un plazo de tres días hábiles, manifestara lo que a su derecho conviniera, de conformidad con lo establecido en el artículo 185, fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _Toc177655605]e) Manifestaciones de la Parte Recurrente
LA PARTE RECURRENTE no realizó manifestación alguna dentro del término legalmente concedido para tal efecto, ni presentó pruebas o alegatos.

[bookmark: _Toc165402868][bookmark: _Toc177655606]f) Ampliación de plazo para resolver el Recurso de Revisión
El doce de septiembre de dos mil veinticuatro, se notificó el acuerdo de ampliación de plazo para resolver los presentes Recursos de Revisión, previsto en el artículo 181, tercer párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

Este organismo garante no pasa por alto justificar, que el plazo para emitir resolución en el presente asunto encuentra justificación en el alto número de recursos de revisión recibidos por este Instituto, circunstancia atípica que ha rebasado las capacidades técnicas y humanas del personal encargado de la proyección de las resoluciones a dichos medios de impugnación.

Es importante precisar que, si bien se ha excedido el plazo para resolver el presente medio de impugnación, el plazo para emitir resolución se encuentra justificado en parámetros establecidos por diversos órganos jurisdiccionales federales, aplicables también en procedimientos análogos, como el que nos ocupa.

Así, en términos de lo que establecen los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, los recursos deben ser sencillos y resolverse en el menor tiempo posible, tomando en consideración la dilación total del procedimiento; esto es, en un plazo razonable. En ese sentido, el legislador estableció los términos procesales de forma general, sin que pudiera prever la variada gama de casos que son resueltos por los órganos jurisdiccionales o cuasi jurisdiccionales, tanto por la complejidad de los hechos, como por el número de casos que conocen.

Por ello, excepcionalmente, si un asunto es resuelto con posterioridad a los plazos señalados por la norma, debe analizarse la razonabilidad del tiempo necesario para su resolución, atentos a los siguientes criterios:

· Complejidad del asunto: La complejidad de la prueba, la pluralidad de sujetos procesales, el tiempo transcurrido, las características y contexto del recurso.
· Actividad Procesal del interesado: Acciones u omisiones del interesado.
· Conducta de la Autoridad: Las Acciones u omisiones realizadas en el procedimiento. Así como si la autoridad actuó con la debida diligencia.
· La afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso: Violación a sus derechos humanos.

De modo que, cuando se trate de un asunto excepcional, por alguna o todas las características mencionadas o bien, cuando el ingreso de asuntos al órgano jurisdiccional o cuasi jurisdiccional respectivo supere notoriamente al que podría considerarse normal, debe concluirse que es una excluyente de responsabilidad en relación con la actuación del funcionario, como ha acontecido en el caso que nos ocupa.

Argumento que encuentra sustento en la jurisprudencia P./J. 32/92 emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro “TÉRMINOS PROCESALES. PARA DETERMINAR SI UN FUNCIONARIO JUDICIAL ACTUÓ INDEBIDAMENTE POR NO RESPETARLOS SE DEBE ATENDER AL PRESUPUESTO QUE CONSIDERÓ EL LEGISLADOR AL FIJARLOS Y LAS CARACTERÍSTICAS DEL CASO.”, visible en la Gaceta del Seminario Judicial de la Federación con el registro digital 205635.

Razones por las cuales cabe concluir que la resolución al recurso de revisión se solventa hasta esta fecha, debido a que existe una excesiva carga de trabajo en desproporción a la capacidad de los recursos materiales y humanos con que cuenta este Instituto para atender la enorme demanda de usuarios que acuden para que se les garantice su Derecho de acceso a la información Pública y Protección de Datos Personales, aunado a la complejidad de los hechos a los que se refieren, así como al volumen del expediente, la extensión de los escritos y pruebas aportadas y desahogadas por las partes; lo que impide la tramitación de los recursos dentro de los términos legales previamente establecidos por la Ley, por tratarse de causas de fuerza mayor.

Al respecto, también son de considerar los criterios sostenidos por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyos rubros y datos de identificación son los siguientes:

“PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. DIMENSIÓN Y EFECTOS DE ESTE CONCEPTO CUANDO SE ADUCE EXCESIVA CARGA DE TRABAJO.” consultable en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002351.

“PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. CONCEPTO Y ELEMENTOS QUE LO INTEGRAN A LA LUZ DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS.”, visible en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002350.

Por ello, este organismo garante comprometido con la tutela de los derechos humanos confiados señala que este exceso del plazo legal para resolver el asunto resulta de carácter excepcional.

[bookmark: _Toc177655607]g) Cierre de instrucción
Al no existir diligencias pendientes por desahogar, el dieciocho de septiembre de dos mil veinticuatro la Comisionada Sharon Cristina Morales Martínez acordó el cierre de instrucción y la remisión del expediente a efecto de ser resuelto, de conformidad con lo establecido en el artículo 185 fracciones VI y VIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. Dicho acuerdo fue notificado a las partes el mismo día a través del SAIMEX.

[bookmark: _Toc177655608]CONSIDERANDOS

[bookmark: _Toc177655609]PRIMERO. Procedibilidad
[bookmark: _Toc177655610]a) Competencia del Instituto
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en los artículos 6, Apartado A de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 5, párrafos trigésimo segundo, trigésimo tercero y trigésimo cuarto, fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _Toc177655611]b) Legitimidad de la parte recurrente
El recurso de revisión fue interpuesto por parte legítima, ya que se presentó por la misma persona que formuló la solicitud de acceso a la Información Pública, debido a que los datos de acceso SAIMEX son personales e irrepetibles.

[bookmark: _Toc177655612]c) Plazo para interponer el recurso
[bookmark: _Hlk62134391]EL SUJETO OBLIGADO notificó la respuesta a la solicitud de acceso a la Información Pública el veintiséis de abril de dos mil veinticuatro y el recurso que nos ocupa se interpuso el veinte de mayo de dos mil veinticuatro; por lo tanto, éste se encuentra dentro del margen temporal previsto en el artículo 178 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el cual transcurrió del veintinueve de abril al veintiuno de mayo de dos mil veinticuatro, sin contemplar en el cómputo los días sábados, domingos y aquellos considerados como días inhábiles en términos del Calendario oficial en Materia de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, así como de labores del Instituto.

[bookmark: _Toc177655613]d) Causal de procedencia 
Resulta procedente la interposición del recurso de revisión, ya que se actualiza la causal de procedencia señalada en el artículo 179, fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _Toc177655614]e) Requisitos formales para la interposición del recurso
LA PARTE RECURRENTE acreditó todos y cada uno de los elementos formales exigidos por el artículo 180 de la misma normatividad.

[bookmark: _Toc177655615]SEGUNDO. Estudio de Fondo
[bookmark: _Toc177655616]a) Mandato de transparencia y responsabilidad del Sujeto Obligado
El derecho de acceso a la información pública es un derecho humano reconocido en el artículo sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el artículo quinto de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
“Artículo 6.
(…)
Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente:
A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:
I. 	Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.”

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México
“Artículo 5.- 
(…)
El derecho a la información será garantizado por el Estado. La ley establecerá las previsiones que permitan asegurar la protección, el respeto y la difusión de este derecho.
Para garantizar el ejercicio del derecho de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales, los poderes públicos y los organismos autónomos, transparentarán sus acciones, en términos de las disposiciones aplicables, la información será oportuna, clara, veraz y de fácil acceso.
Este derecho se regirá por los principios y bases siguientes:
I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos estatales y municipales, así como del gobierno y de la administración pública municipal y sus organismos descentralizados, asimismo de cualquier persona física, jurídica colectiva o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de interés público y seguridad, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.”

Asimismo, el artículo 150 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios indica que la solicitud es la garantía primaria del Derecho de Acceso a la Información, además, establece que se regirá por los principios de simplicidad, rapidez, gratuidad del procedimiento, auxilio y orientación a los particulares.

Por su parte, el artículo 4 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios refiere que toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima publicidad.

Esto es, que los Sujetos Obligados deben atender las solicitudes de acceso a la información pública que se les sean realizadas, y proporcionar la información pública que obre en su poder, conforme al estado en que se encuentre, sin que sea necesario procesar la misma, ni presentarla conforme al interés del solicitante; tal y como lo establece el artículo 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

Es decir, que todo sujeto obligado que genere, recopile, administre, procese, archive, posea o conserven, son responsables de la misma, teniendo a su vez la obligación de proporcionar la información que se les requiera sin necesidad de resumirla, efectuar procedimientos para obtenerla, calcular o practicar investigaciones; en otras palabras, que los Sujetos Obligados sólo se concretarán a proporcionar la información solicitada que tengan en su poder en el estado que se encuentra, sin necesidad de concretarse al interés o términos específicos del solicitante.

En esa tesitura, el artículo 24 último párrafo de la Ley de la Materia dispone que los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información pública que generen, administren o posean en el ejercicio de sus atribuciones; por consiguiente, la información pública se encuentra a disposición de cualquier persona, lo que implica que es deber de los Sujetos Obligados, garantizar el Derecho de Acceso a la Información Pública, siempre y cuando no se trate de información reservada o confidencial.

[bookmark: _heading=h.2s8eyo1]Con base en lo anterior, se considera que EL SUJETO OBLIGADO se encontraba compelido a atender la solicitud de acceso a la información realizada por LA PARTE RECURRENTE.

[bookmark: _Toc177655617]b) Controversia a resolver
Con el objeto de ilustrar la controversia planteada, resulta conveniente precisar que, una vez realizado el estudio de las constancias que integran el expediente en que se actúa, se desprende que LA PARTE RECURRENTE solicitó lo siguiente:

1. EXPEDIENTE DEL JUICIO ADMINISTRATIVO: 1047/2021 LLEVADO A CABO EN LA PRIMERA SALA REGIONAL DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MEXICO CON SEDE EN TOLUCA, ESTADO DE MEXICO.

En respuesta, EL SUJETO OBLIGADO se pronunció por conducto de la Titular la Titular de la Unidad de Transparencia, en conjunto con el servidor público habilitado de la primera sala regional del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, en donde medularmente clasifican el expediente solicitado, como información reservada.

Ahora bien, en la interposición del presente recurso LA PARTE RECURRENTE se inconformó de la clasificación de la información señalada con anterioridad. 

[bookmark: _Toc177655618]c) Estudio de la controversia
Acotado lo anterior, es necesario establecer si la unidad administrativa que se pronunció respecto de la información solicitada, resulta ser la competente para dar atención a los requerimientos solicitados por LA PARTE RECURRENTE, en ese sentido de conformidad con lo establecido en el Reglamento Interior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado De México tenemos que el precepto normativo número 40 textualmente señala lo siguiente:

Artículo 40. La Primera y Séptima Salas Regionales residirán en el municipio de Toluca. Conocerán indistintamente de los juicios administrativos que se promuevan en contra de los actos y disposiciones generales de carácter administrativo o fiscal que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar las autoridades del Poder Ejecutivo del Estado, de los municipios y de los organismos auxiliares de carácter estatal y municipal, cuando el domicilio del actor se ubique en los municipios de: Acambay, Aculco, Almoloya de Alquisiras, Almoloya de Juárez, Almoloya del Río, Amanalco, Amatepec, Atizapán, Atlacomulco, Calimaya, Capulhuac, Coatepec Harinas, Chapultepec, Donato Guerra, El Oro, lxtapan de la Sal, lxtapan del Oro, lxtlahuaca, Jiquipilco, Jocotitlán, Joquicingo, Lerma, Luvianos, Malinalco, Metepec, Mexicaltzingo, Morelos, Ocoyoacac, Ocuilan, Otzoloapan, Otzolotepec, Rayón, San Antonio La Isla, San Felipe del Progreso, San José del Rincón, San Mateo Atenco, San Simón de Guerrero, Santo Tomás, Sultepec, Tejupilco, Temascalcingo, Temascaltepec, Temoaya, Tenancingo, Tenango del Valle, Texcaltitlán, Texcalyacac, Tianguistenco, Timilpan, Tlatlaya, Toluca, Tonatico, Valle de Bravo, Villa de Allende, Villa Guerrero, Villa Victoria, Xalatlaco, Xonacatlán, Zacazonapan, Zacualpan, Zinacantepec y Zumpahuacán.

En ese sentido, al existir un pronunciamiento respecto de lo requerido, a través del servidor público habilitado de la primera sala regional del Tribunal de Justicia Administrativa, se considera la atención y cumplimiento al procedimiento que todos los Sujetos Obligados deben seguir, conforme a lo establecido en el artículo 162 de la Ley de Transparencia Local, ya que la Titular de la Unidad de Transparencia turno los requerimientos respectivos a la unidad administrativa competente para tal efecto, ya que esta es la encargada de conocer sobre los juicios administrativos que se promuevan en contra de los actos y disposiciones generales de carácter administrativo o fiscal que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar las autoridades del Poder Ejecutivo del Estado, de los municipios y de los organismos auxiliares de carácter estatal y municipal.

Ahora bien, dada la clasificación de la información que EL SUJETO OBLIGADO remitió a través de la respuesta, viene a colación lo dispuesto por el artículo 5, párrafo vigésimo segundo, fracción I de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, el cual dispone:

“Artículo 5.-...
...
Este derecho se regirá por los siguientes principios y bases siguientes:

I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos estatales y municipales, así como del gobierno y de la administración pública municipal y sus organismos descentralizados, asimismo de cualquier persona física, jurídica colectiva o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de interés público y seguridad, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información;
...”

De lo anterior, se deduce que la Constitución Local  le otorga a todos los documentos en posesión de las autoridades la calidad de públicos y únicamente pueden ser reservados temporalmente por razones de interés público y en los términos expresamente señalados en la Ley de la materia, es decir, el derecho de acceso a la información pública no es absoluto pero su restricción debe estar sujeta a un sistema rígido de excepciones, en el que los SUJETOS OBLIGADOS deben fundar y motivar las causas de interés público que se ponen en riesgo al liberarse la información.

Asimismo, el reservar la información, implica el reconocimiento por parte del SUJETO OBLIGADO de que se encuentra dentro de sus archivos, por lo que tiene el carácter de público y sí es susceptible de entregarse, es decir, de transparentarse; empero, advierte que existen causas presentes que impiden la publicidad de la información durante cierto periodo de tiempo.

Siendo pertinente aclarar que, la información que se clasifica bajo la premisa de reservada no pierde el carácter de pública, sino que se reserva temporalmente del conocimiento público, es decir, que por un tiempo determinado, se conservará y custodiará la información de manera especial, y una vez transcurrido el plazo de reserva, el documento podrá divulgarse.

Por todo lo anterior, la reserva de la información implica una clasificación, la cual debe entenderse como el proceso mediante el cual EL SUJETO OBLIGADO determina que la información en su poder actualiza alguno de los supuestos conforme a las normas aplicables.

En tal virtud, conforme al artículo 49, fracción VIII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, los Comités de Transparencia tienen la atribución de aprobar, modificar o revocar la clasificación de la información; mientras que el artículo 128 de la misma Ley, indica que en los casos en que se niegue el acceso a la información, por actualizarse alguno de los supuestos de clasificación, el Comité de Transparencia, deberá confirmar, modificar o revocar la decisión, que para motivar la clasificación de la información y la ampliación del plazo de reserva, se deberán de señalar las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron al SUJETO OBLIGADO a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento; siendo que, además, EL SUJETO OBLIGADO debe, en todo momento, aplicar una prueba de daño.

Dicho lo anterior, es necesario definir a la prueba de daño como la responsabilidad de los SUJETOS OBLIGADOS de demostrar de manera fundada y motivada que la divulgación de la información lesiona el interés debidamente protegido por la Ley, y que el menoscabo o daño que puede producirse con la publicidad de la información, es mayor que el interés de conocerla, por lo que debe clasificarse como reservada.

De este modo, conforme al artículo 132 en correlación con el numeral 49, fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, para clasificar la información se debe de atender a lo dispuesto por la normativa y aplicar, de manera estricta, las excepciones del derecho de acceso a la información y sólo podrán invocarlas cuando acrediten su procedencia, debiendo clasificar la información en el momento en que:

1. Se reciba una solicitud de acceso a la información.
1. Se determine mediante resolución de autoridad competente.
1. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en la Ley.

Situación que se robustece con lo previsto en el artículo 141 de citada Ley, que señala que las causales de reserva previstas se deberán fundar y motivar a través de la aplicación de la prueba de daño.

Igualmente, la clasificación de la información debe estar sustentada en el Acuerdo de Clasificación correspondiente en el que, de manera fundada y motivada, se establezcan las hipótesis normativas aplicables al caso concreto y se analice la prueba de daño que prevé el artículo 129 de la Ley de Transparencia de mérito, para lo cual, los Sujetos Obligados deberán considerar que: 

· La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable del perjuicio significativo al interés público o a la seguridad pública;
· El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda; y
· La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio. 

De tal manera, las limitaciones al acceso a la información deben sustentarse en una adecuada clasificación que debe distinguir y tomar en cuenta qué información puede generar un daño desproporcionado o innecesario a valores jurídicamente protegidos. 

Lo anterior encuentra sustento en la Tesis de la Décima Época, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, sección Tribunales Colegiados de Circuito, Libro 5, de fecha abril de 2014, pág. 1523, Registro, 2, 006,299. I.1o.A.E.3 K (10a.), que literalmente señala:

“INFORMACIÓN RESERVADA. APLICACIÓN DE LA "PRUEBA DE DAÑO E INTERÉS PÚBLICO" PARA DETERMINAR LO ADECUADO DE LA APORTADA CON ESA CLASIFICACIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE, A EFECTO DE HACER VIABLE LA DEFENSA EFECTIVA DEL QUEJOSO. Una adecuada clasificación de la información pública debe tomar en cuenta y distinguir, en el contexto general de un documento, cuál es la específica y precisa, cuya divulgación puede generar un daño desproporcionado o innecesario a valores jurídicamente protegidos, lo cual debe evitarse, en la medida de lo posible, frente a aquella que debe ser accesible al quejoso en el amparo para hacer viable su defensa efectiva y cuestionar violaciones a derechos fundamentales, lo que implica un interés público en abrir o desclasificar la información necesaria para ese efecto, cuando la autoridad responsable que la aporta al juicio la clasifica como reservada. Por tanto, es necesario distinguir esas diferencias y formular una idónea y adecuada clasificación de la información, generando así una regla individualizada y pertinente para el caso, a través de aplicar la "prueba de daño e interés público" ex officio, con el propósito de obtener una versión que sea pública para la parte interesada.” (sic)

Por lo que, podemos advertir que la prueba de daño realizada por EL SUJETO OBLIGADO cobra relevancia puesto que sí ésta no arroja resultados contundentes sobre un posible peligro, deberá de publicarse la información.

Siendo que, los SUJETOS OBLIGADOS deben aplicar de manera restrictiva y limitada, las excepciones al derecho de acceso a la información, sin ampliar las excepciones y supuestos de reserva previstos en la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública o la Ley local, aduciendo analogía o mayoría de razón.

Asimismo, los SUJETOS OBLIGADOS no pueden emitir acuerdos de carácter general que clasifiquen documentos o información como reservada, ya que dicha clasificación, debe estar acorde con la actualización de los supuestos definidos; resaltándose además que, la clasificación de la información se debe realizar conforme a un análisis caso por caso, mediante la aplicación de la enunciada prueba de daño.

De este modo, es necesario que EL SUJETO OBLIGADO al aplicar la prueba de daño, distinga entre los supuestos por los cuales puede invocar la reserva de la información y cuáles de manera clara y específica son los que le atañen a la información que se solicite; situación que le hará permisible distinguir diferencias y formular una idónea y adecuada clasificación de la información, generando así, una regla individualizada y pertinente para el caso, a través de la aplicación de dicha prueba, con el propósito de obtener, una versión pública o acuerdo conforme a lo solicitado.

Aunado a lo anterior, es importante señalar el contenido del numeral Octavo de los Lineamientos Generales de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de versiones públicas para realizar la clasificación de la información se debe fundar y motivar señalando el artículo, fracción, inciso, párrafo o numeral de la Ley o tratado internacional suscrito por el Estado Mexicano que expresamente le otorgue el carácter de reservada, así como especificando las razones o circunstancias especiales que lo llevaron a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.

Siendo así que, en el caso específico de la reserva, la motivación de la clasificación también deberá comprender las circunstancias que justifican el establecimiento de determinado plazo de reserva; en otras palabras, para clasificar la información como reservada, se debe contar con el acuerdo respectivo el cual debe estar debidamente fundado y motivado.

Por tanto, la fundamentación y motivación consiste en la obligación que tiene todo ente público de expresar los preceptos jurídicos aplicables al asunto motivo del acto y las razones o argumentos de su actuar.

Al respecto, el máximo tribunal del país ha establecido jurisprudencia respecto a qué debe entenderse por fundamentación y motivación, en los siguientes términos:

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.”(Sic)

Así, en un acto de autoridad se surte la debida fundamentación cuando se cita el precepto legal aplicable al caso concreto y la debida motivación cuando se expresan las razones, motivos o circunstancias que tomó en cuenta la autoridad para adecuar el hecho a los fundamentos de derecho.
Más aún, a través de diversa jurisprudencia dictada por el Poder Judicial de la Federación se sostiene que la finalidad de la fundamentación o motivación es la de explicar, justificar, posibilitar la defensa y comunicar la decisión de la autoridad:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción.”(Sic)

En consecuencia, la fundamentación y motivación implica que, en el acto de autoridad, además de contenerse los supuestos jurídicos aplicables se expliquen claramente, por qué, a través de la utilización de la norma se emitió el acto. De este modo, la persona que se siente afectada pueda impugnar la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa.

Atento a lo anterior, es necesario hacer hincapié en que, para clasificar la información como reservada, se deben precisar las razones objetivas por las que la apertura de la información generaría una afectación, asimismo es claro que los mismos deben aplicar de manera restrictiva y limitada las hipótesis de clasificación y no hacerlas valer de manera general. 

En ese contexto, resulta necesario analizar el Acuerdo de Reserva y la prueba de daño, como documentos anexos del acta en donde se aprueba la clasificación de la reserva de información, a fin de establecer si el Comité de Transparencia cumplió cabalmente con las formalidades referidas anteriormente: 

	
	Cumplió:
	Contenido

	Número de folio de la solicitud
	Sí
	[image: ] 

	Referencia de la información solicitada
	Sí
	[image: ]

	Causal aplicable del artículo 113 de la Ley General, vinculándola con el Lineamiento específico del presente ordenamiento y, cuando corresponda, el supuesto normativo que expresamente le otorga el carácter de información reservada
	Parcialmente
	[image: ]
[image: ]

	Fundamento y Motivación Legal
	Sí 
	[image: ]
[image: ]

	Prueba de Daño

	Riesgo Real, Demostrable e Identificable
(Modo, Tiempo y Lugar)
	Parcialmente
	[image: ]
[image: ]

	Temporalidad de la Reserva de la información.
	Sí
	[image: ]

	Autoridades competentes.
	Sí
	[image: ]



Por lo anterior, este Órgano Garante considera que, en el caso en particular resulta aplicable la reserva de la información referente al expediente solicitado bajo el argumento del curso del procedimiento para la sustanciación del soporte documental referido, sin embargo, del Acuerdo de Clasificación y la prueba de daño, no es posible advertir que estos cuentan con los elementos de validez suficientes para acreditar la reserva de información que se remite en calidad de respuesta.

Atento a lo anterior, es posible dilucidar que, en primera instancia la propuesta de clasificación remitida por el servidor público habilitado carece de la debida fundamentación y motivación que de sustento a la reserva de información, tomando en cuenta que de manera enunciativa mas no limitativa, es posible invocar y aplicar al caso en concreto lo dispuesto en el artículo  113 fracciones IX y X y numeral 140 fracción VI de la Ley de Transparencia Local, los cuales contemplan la vigilancia del debido proceso en expedientes judiciales o administrativos, por ende es posible concluir que EL SUJETO OBLIGADO no contempló todos los elementos aplicables para fortalecer la clasificación de la información como reservada. 

Bajo este contexto, sirve traer a colación lo que surge del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, a través de la jurisprudencia con número de registro digital 170307 de la Novena Época, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, de febrero de 2008, tesis I.3o.C. J/47 en materia común, en la que establece lo siguiente:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR.
La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo.

Por otro lado tenemos que, en el desglose de la prueba de daño remitida por EL SUJETO OBLIGADO únicamente se contempla el hecho de que el expediente solicitado se encuentra en curso, es decir este no ha causado estado, sin embargo dicha autoridad no aporta mayores elementos que encuadren en el caso aplicable, ya que estos no demuestran de que forma el divulgar la información solicitada pueda causar un daño real, demostrable e identificable, en el una de las partes pueda obtener un mayor beneficio en la substanciación del procedimiento respectivo. 

Atento a lo anterior es posible dilucidar que el contexto argumentativo inmerso en la prueba de daño, no es suficiente para sustentar la decisión de la clasificación ejecutada por el cuerpo colegiado en materia de transparencia, en virtud de que no pueden visualizarse las razones y justificaciones adecuadas para sustentar la reserva de información lo que conlleva a una falta de claridad en la decisión aplicada. 

Ahora bien, este Órgano Garante, en aras de contar con mayores elementos para la emisión de una adecuada resolución, privilegiando en todo momento los principios de máxima publicidad y certeza, realizó un requerimiento de información en fecha 17 de septiembre de 2024, al SUJETO OBLIGADO en el sentido de esclarecer lo siguiente:

“1. Etapa procesal en que se encontraba el expediente 1047/2021 a la fecha de la solicitud de acceso a información pública. 
2. Si el expediente 1047/2021 llevado a cabo en la primera sala regional del Tribunal de Justicia administrativa del Estado de México se encuentra relacionado con alguno de los supuestos establecidos en el artículo 142 de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios.”

A lo que en respuesta a tales requerimientos, EL SUJETO OBLIGADO a través de la Titular de la Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación manifestó que, respecto del numeral 1, a la fecha de la solicitud de información el expediente solicitado se encontraba en la etapa de cumplimiento a resolución emitida y por otro lado por cuanto hace al numeral 2, el expediente requerido no encuentra en ninguno de los supuestos inmersos en el artículo 142 de la Ley de Transparencia Local.

[bookmark: _Toc177655619]d) Conclusión
Derivado de lo anterior, podemos advertir que si bien se comparte la clasificación de la información como reservada y a su vez EL SUJETO OBLIGADO actuó de manera garante y privilegiando en todo momento el derecho de acceso a la información pública y de igual forma a la protección de los datos personales en su posesión, este Órgano Garante considera que, dicha autoridad debe hacer entrega del acuerdo celebrado por el Comité de Transparencia, en donde de manera fundada y motivada se apruebe la clasificación de la información referente al expediente referido, como reservada.

Así, con fundamento en lo establecido en los artículos 5 párrafos trigésimo segundo, trigésimo tercero y trigésimo cuarto, fracciones IV y V, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; y en los artículos 2, fracción II, 9, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 186 y 188 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, este Pleno:

[bookmark: _Toc177655620]RESUELVE

PRIMERO. Se MODIFICA la respuesta entregada por el SUJETO OBLIGADO en la solicitud de información 00177/TRIJAEM/IP/2024, por resultar PARCIALMENTE FUNDADAS las razones o motivos de inconformidad hechos valer por LA PARTE RECURRENTE en el Recurso de Revisión 03172/INFOEM/IP/RR/2024, en términos del considerando SEGUNDO de la presente Resolución.

SEGUNDO. Se ORDENA al SUJETO OBLIGADO, entregue a través del SAIMEX, lo siguiente:

El Acuerdo de Clasificación por medio del cual el Comité de Transparencia  clasifique como información reservada el expediente precisado en la solicitud, en términos de los ordinales 49, fracción VIII, 129, 140 y 141 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información pública del Estado de México y Municipios.

TERCERO. Notifíquese la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del SUJETO OBLIGADO vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes, sobre el cumplimiento dado a la presente. Asimismo, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. Notifíquese a LA PARTE RECURRENTE la presente resolución vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX).

QUINTO. Hágase del conocimiento del RECURRENTE, que de conformidad con lo establecido en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, y con lo establecido en los artículos 159 y 160 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública podrá impugnarla vía recurso de inconformidad ante el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, o bien, vía Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables.

SEXTO. De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el SUJETO OBLIGADO podrá solicitar una ampliación de plazo de manera fundada y motivada, para el cumplimiento de la presente resolución.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA EMITIENDO VOTO PARTICULAR, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA EMITIENDO VOTO PARTICULAR Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA (AUSENCIA JUSTIFICADA), EN LA TRIGÉSIMA TERCERA SESIÓN ORDINARIA, CELEBRADA EL DIECINUEVE DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL VEINTICUATRO, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.
SCMM/AGZ/DEMF/CDFE
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I. Presentacion de la Solicitud. Vista la solicitud de Acceso a la|Informacion
Publica identificada con nimero de folio 00177/TRIJAEM/IP/2024, gromovida el
ocho de abril de la presente anualidad, presentada a través del Sistema de Acceso
a la Informacién Mexiquense SAIMEX, en la cual se solicita:
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“DE CONFORMIDAD CON; los articulos 6 segundo pérrafo, apartago A de
Ia Constitucién Politica de Los Estados Unidos Mexicanos, 11, 12 y (13 de la
Ley General de Transparencia y Acceso a la Informacion Publica, 4 5, 11y
12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Informacién Piblica def Estado
de México y Municipios, al Capitulos IX de los LINEAMIENTOS
GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACION Y DESCLASIFICACION
DE LA INFORMACION, PARA LA ELABORACION DE VERSIONES
PUBLICAS, una vez que el expediente solicitado ha causado ejecul
Ministerio de Ley, para todos los efectos a que haya lugar, solicitd SE ME
ENVIE VIA_SAIMEX LA INFORMACION PUBLICA SIGUIENTE] 1.- EL
EXPEDIENTE DEL JUICIO ADMINISTRATIVO: 1047/2021 LLEJADO A
CABO EN LA PRIMERA SALA REGIONAL DEL TRIBUNAL DE JYSTICIA
ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MEXICO CON SEDE EN TPLUCA,
ESTADO DE MEXICO..” (Sic.)
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Artculo 140. E1 acceso 5 la nformacon pibica serd restringido excepconaiments.
(uando por razones de rtrts b, 4ea sea laiicada como eservada, confome &
os crterios sguentes

VAL Vulnars la conduccén de los expecientes judciaes o de los procadimientos
s atvos saguidos e orma de o, an tank 0 hayen quedado rmes:

Aficuo 141, Las caussies do resera prevetas e esto Capliuo se deberdn undar y
movar.a ravés de  aphcacide s prosba de dafo 81 due 56 haca reerencia en o
Froserts Too

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA FORMACION PUBLICA
Ariculo 113, Como ormac reservada pods dasficarse squeda cuya publcacin

X0 Vuloars ta conductn de ios Expecenies jucicises o de los procedimintos
micsiratnos seguidos e o de ko, en tan o hayen CauRed etac:
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“Articulo 113. Como informacion reservada podrs clasificarse aquella cuya publicacion:

Xt Valners la conduccién delos Expedients judiciales o deIos procedimientos admiisrativos seguidos:
n forma de juicio, en tanto no hayan causado estado;

Articulo 140. E1 acceso a a informacion piblica serd restringido excepcionalmente, cuando por
razones de interés pilblico, ésta sea clasificada como reservada, conforme a los criterios
siguientes:

VIl VunereIa conduccion d los expedientes judiciales o de s procedimientos adminstrativs seguidos
n forma d juico, en tanto no hayan quedado fimes:

=n esos términos, se hace saber que la informacion contenida en el expediente 1047/2021
jel indice de esta Primera Sala Regional, puede poner en riesgo la conduccion del
oxpediente judicial, en tanto no haya quedado firme, por lo que de hacerse piblica dicha
nformacion podria ocasionar un perjuicio real y directo, motivo por el cual se debe de
eservar el expediente 1047/2021 el indice de esta Primera Sala Regional.
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La divulgacién de informacién contenida en el expediente 1047/2021 del indice de esta
Primera Sala Regional, podria ser utilizada de en beneficio de alguna de las partes, es por
ello, que se solicita su reserva conducente, por lo que se sefalan las siguientes

circunstancias:
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Modo. La divulgacion del contenido del expediente 1047/2021 del indice de esta Primera
Sala Regional contiene datos que podrian hacer que una de las partes cuente con mayor
ventaja al encontrarse en tramite muchos de los juicios contenidos; por cuanto hace al
tiempo, se daria desde el momento en que la informacién sea proporcionada al solicitante,
y finalmente en cuanto al lugar es el correspondiente al mencionado en el expediente
1047/2021 del indice de esta Primera Sala Regional.

informacion

Se deberan precisar las razones objetivas por las que la apertura de

demostrable e identificable al interés juridico

generaria un riesgo de perjuicio re

tutelado de que se trate;

El proporcionar el expediente 1047/2021 del indice de esta Primera Sala Regional,
vulneraria la conduccion del expediente judicial, en tanto no haya quedado firme; a partir de o
anterior se tiene:

Riesgo real: La informacién contenida en el expediente 1047/2021 del indice de esta
Primera Sala Regional, vulneraria la conduccion del expediente judicial, en tanto no haya
quedado firme.

Riesgo demostrabl
indice de esta Primera Sala Regional, vulneraria la conduccion del expediente judicial, en tanto
no haya quedado firme, por lo cual, el interés colectivo es mayor que el interés particular.

Entregar la informacion contenida en el expediente 1047/2021 del

Riesgo identificable: Como se ha mencionado anteriormente, el propésito de esta reserva
es proteger la informacién contenida en el expediente 1047/2021 del indice de esta Primera
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Sala Regional, a efecto de que no se vulnere la conduccién del expediente judicial, en tanto
no haya quedado firme, por lo cual, el interés colectivo es mayor que el interés particular.

IV. Mediante una ponderacion entre la medida restrictiva y el derecho de acceso a la

informacion, deberan justificar y probar obj

d de la informa
ia un riesgo de perjuicio que supera al interés piblico de que

sefialados en la fraccién anterior, que la publi

La transparencia y el derecho de acceso a la informacién son pilares fundamentales de una
sociedad democrética, promoviendo la rendicion de cuentas y permitiendo la participacién
ciudadana en la supervisin de las actividades gubernamentales y la gestin de los recursos
publicos.

Sin embargo, el ejercicio de este derecho no es absoluto y debe ser balanceado con otros
intereses piblicos de igual o mayor importancia, como la seguridad e integridad de las
personas.

En el caso de la divulgacion del expediente 1047/2021 del indice de esta Primera Sala
Regional, se pueden identificar riesgos reales, demostrables e identificables que justifican
una medida restrictiva. La revelacién detallada vulneraria la conduccion del expediente

iudicial. en tanto no haya quedado firme.
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Atento a lo anterior, se considera y solicita que se someta a consideracion del Comité de
Trasparencia de este mismo 6rgano jurisdiccional la aprobacién de la clasificacion de la
informacién como reservada respecto del expediente 1047/2021 del indice de esta Primera
Sala Regional, por un periodo de 5 ANOS.
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